Conclusiones del Tema I

ATRIBUCIÓN AL BENEFICIARIO EFECTIVO DE RENTAS ORIGINADAS EN TRANSACCIONES INTERNACIONALES. UTILIZACIÓN DE ESTRUCTURAS JURÍDICAS INTERMEDIAS, EN ESPECIAL FIDEICOMISOS (TRUSTS) Y COMPAÑÍAS EXTRANJERAS CONTROLADAS (CONTROLLED FOREIGN COMPANIES)

Vistos

a) El Informe del Relator de la Comisión, Dr. Ricardo E. Riveiro.

b) Los trabajos presentados por los expositores extranjeros y nacionales convocados al evento científico, Dres. Daniela Kumor, Jacques Malherbe, Adolfo Martín Jiménez y Eduardo O. Meloni.

c) Los trabajos presentados por los autores Dres. Ana K. Januszewski, Alfredo J. Parrondo, Pablo J. M. Revilla y Darío Rajmilovich.

d) Las exposiciones del Relator, los panelistas y los autores de trabajos mencionados. 

e) La síntesis de cuestiones controvertidas puestas de manifiesto en la jornada, formulada por el Secretario Dr. César M. Cavalli. Y

f) El debate conducido por el Presidente de la Comisión, Dr. Carlos Haehnel. 
Considerando
1. Los convenios para evitar la doble imposición exigen, en sus artículos atinentes al tratamiento de dividendos, intereses y regalías, que el perceptor de la renta revista la condición de beneficiario efectivo de la misma.

Dicho concepto resulta relevante, asimismo, con relación a otros tipos de renta.

2. El modelo de convenio de la OCDE, desde su revisión formulada en el año 2003, intenta poner de manifiesto que el concepto de beneficiario efectivo tiene un significado internacional.

Sin embargo, tanto las interpretaciones de las diferentes autoridades fiscales como la jurisprudencia internacional al respecto, no son contestes con ello, al proponer para el término diferentes significados, basados en su propio ordenamiento interno.

Ello no hace sino demostrar las dificultades que genera la elaboración de una definición con alcance internacional para el concepto.

3. El concepto de beneficiario efectivo puede encuadrarse, según diferentes enfoques doctrinarios, como norma antiabuso, o bien como una regla para la atribución de rentas, y si bien no existe consenso a este respecto, sí lo hay respecto de la necesidad de su utilización en la práctica.

Su aplicación pone en juego consideraciones sobre la sustancia (activos, riesgos) requerida para que un ente pueda considerarse sujeto del convenio, consideraciones que podrían ser de naturaleza jurídica o económica y podrían llevar a desechar aquellos vehículos vacíos de contenido (como ciertas sociedades conduit).

4. Existen diversos tipos de entes o modalidades contractuales cuya naturaleza torna dificultoso dilucidar si pueden ser considerados sujetos a los fines de los convenios de doble imposición.

Entre ellos, fueron motivo de análisis en este Congreso: 

i) Los trusts o fideicomisos.

ii) Las sociedades fiscalmente “transparentes”.

5. En materia de trusts o fideicomisos, se observa una amplia variedad de figuras, sometidas a reglas y con finalidades muy variadas, que pueden ser objeto de tratamiento fiscal diferenciado.

Ello pone de manifiesto las dificultades que se observan a la hora de atribuir a dichas figuras la condición de residente en un estado contratante y, más aún, para definir su condición de sujetos a los fines de un convenio de doble imposición.

6. Del mismo modo, resulta dificultoso dirimir la naturaleza de las rentas involucradas en el desenvolvimiento del fideicomiso o trust, a los fines de su inclusión en los diferentes artículos de los convenios, como asimismo para el otorgamiento de créditos por impuesto pagado en el país de la fuente.

7. A los fines del análisis de esta Comisión, se consideraron sociedades fiscalmente transparentes, aquellas que no resultan sujetos tributarios en términos de la legislación de su país de su residencia, o en su caso, del país de la fuente.

El disímil tratamiento que tales entidades pueden recibir en ambos estados contratantes, ocasiona problemas de doble imposición y dificultades interpretativas en la aplicación de los convenios.

8. En otro orden de ideas, la proliferación de legislaciones locales referidas al tratamiento de las compañías extranjeras controladas, ocasiona planteos tales como la justificación del empleo del concepto de “dividendo presunto o ficticio” para su sujeción, la validez constitucional de tales cláusulas y las eventuales discrepancias entre el tratamiento de las inversiones bajo el marco legal general y las normas fiscales.

9. La aplicación de las aludidas disposiciones del tipo “compañías extranjeras controladas” o de “transparencia fiscal internacional”, plantea problemas para compatibilizar tales disposiciones con las reguladas en los acuerdos para evitar la doble imposición y, en el caso particular de la Unión Europea, con el tratado constitutivo de la misma.

En tal sentido, se discute si debe considerarse que las rentas que son objeto de tal tratamiento son las mismas que se atribuyen al inversor en el país de residencia, o corresponden a sujetos diferentes.

10. En el esclarecimiento de algunas de las cuestiones reseñadas, los comentarios a los modelos de convenios constituyen pautas orientativas sin efecto vinculante para los estados parte de un acuerdo sobre doble imposición.

11. Finalmente, no debe perderse de vista la necesaria certidumbre jurídica que debe presidir el dictado de las normas tributarias, en aras de crear un marco adecuado para el desarrollo de la actividad económica de un país, con la consecuente creación de riqueza, en beneficio del bienestar general. 

En virtud de todo ello, el Duodécimo Congreso Tributario concluye:

1. La definición, los alcances y la forma de interpretar el concepto de beneficiario efectivo de la renta deberían ser precisados en el texto de cada convenio para evitar la doble imposición o, en su defecto, en el del protocolo adicional respectivo.

2. Es deseable que el tratamiento tributario de los fideicomisos sea definido en los tratados bilaterales en cuanto:

i) A la aplicación del tratado a un fiduciario o beneficiario o, en su caso, fiduciante (fideicomisos revocables), considerando, entre otros aspectos, si aquéllos están sometidos al impuesto a la renta o sobre el patrimonio.

ii) A la imputación de retenciones practicadas en la fuente, sobre rentas pagadas a fideicomisos o fiduciarios.

iii) A los métodos para evitar la doble imposición de las rentas obtenidas por el fideicomiso o de su beneficiario y del beneficiario o fiduciante.

En ausencia de tratado, es deseable que las legislaciones nacionales se redacten tomando en consideración el propósito de evitar la doble o múltiple imposición internacional de las rentas percibidas y/o distribuidas por un fideicomiso.

3. En caso de que una sociedad sea considerada fiscalmente transparente en un estado parte de un convenio de doble imposición, es deseable que su tratamiento sea definido en el tratado, en cuanto a:

i) la aplicación del tratado a la sociedad o a sus socios;

ii) la imputación de retenciones sufridas en la fuente; y

iii) los métodos para evitar la doble imposición de las rentas obtenidas por la sociedad  y los socios.

4. Los convenios para evitar la doble imposición deberían contemplar la aplicación de disposiciones del tipo compañías extranjeras controladas (o de transparencia fiscal internacional).

Tal regulación debería comprender, entre otros aspectos, los siguientes:

i) El nivel de control requerido para su aplicación y la forma de determinarlo.

ii) El tipo de renta alcanzada.

iii) El tratamiento de las pérdidas sufridas por la controlada.

iv) El otorgamiento de crédito por el impuesto pagado por la controlada.

v) El tratamiento de las ganancias obtenidas por la controlada a través de subsidiarias.

En la medida en que ello no ocurriese, las disposiciones domésticas en materia de compañías extranjeras controladas no resultarán de aplicación, en tanto vulneren lo acordado en los tratados para evitar la doble imposición.

No existiendo tratado, la normativa doméstica debería propender al objetivo de evitar la doble o múltiple imposición, atendiendo el contexto de política fiscal propio del país inversor.

